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La reunión del Unasur en Li-
ma y luego el viaje del presi-
dente Humala a Venezuela 
para legitimar la asunción 
al mando de Nicolás Madu-

ro, no obstante las denuncias y tonela-
das de prueba de la oposición venezo-
lana que demuestran el fraude, han generado 
tal cantidad de preguntas y cuestionamientos 
para el Gobierno que solo una lectura sober-
bia de la cúpula palaciega puede ignorar los 
hechos. 

El contraataque de Alan García que de-
nuncia una hipotética reelección conyugal 
descorrió el velo y, de pronto, el país empezó 
a ver las costuras democráticas del régimen: 
campaña evidente de Nadine Heredia, volun-
tad de relanzar Petro-Perú como una pieza 
clave de cualquier estrategia clientelista, 
transferencia de competencias civiles en los 
puertos al sector Defensa, enfrentamiento 
estéril con los empresarios pesqueros, millo-
nes de dólares paralizados en proyectos de 
inversión por abulia del Estado y, sobre todo, 
obsesiva voluntad de inhabilitar electoral-
mente a García.

Las interrogantes se multiplicaban y se 
produjo el viaje presidencial a Venezuela. El 
resultado: de súbito Alan García, Mario Var-
gas Llosa y Keiko Fujimori podían coincidir 
en el cuestionamiento a Humala. Es evidente, 
pues, que no solo ha terminado la luna de miel 
del Gobierno sino que se puede desencadenar 
una polarización que aísle a Palacio de Go-
bierno. El ensoberbecimiento de Humala por 
los resultados de las encuestas lo podría lle-
var a ningunear la situación y creer que puede 
continuar remando en aguas tan turbulentas. 
Bueno, sería un error de aprendiz en política.

A lo mejor deberíamos desempolvar 
los análisis con respecto al viraje de 
Humala luego de las elecciones del 2011 
a pesar de su trayectoria política anti-
democrática. Los analistas de izquierda 
sostenían que las alertas sobre un posible 
proyecto autoritario de Humala expre-

saban la histeria de la derecha. Otros sostenían 
que Humala había virado por una explicación 
clásica de la política: la correlación de fuerzas. Es 
decir, el programa de “La gran transformación” 
estaba en minoría, porque el 70% de los electo-
res en primera vuelta había votado en contra de 
este y la ciudadanía se mantenía vigilante. 

Antes de cumplirse dos años, el jefe de Estado 
comenzó a gozar de una popularidad inédita y 
los estrategas palaciegos empezaron a sufrir de 
presbicia: creyeron que el respaldo al jefe de Es-
tado era una autorización para sacar del desván 
las vigas del proyecto autoritario y se les pasó la 
mano. Hoy, como se dice en la calle, están en un 
virtual ampay, y cada vez que la pareja presiden-
cial, los ministros o cualquier funcionario del 
gobierno se presentan públicamente la pregun-
ta incómoda del reportero sobre Venezuela o 
la reelección conyugal saltará y tendrán que 
apurar el paso.

Quizá se cometa una injusticia en el análisis. 
Tal vez el jefe de Estado haya asumido plena-
mente las ideas democráticas y todo no pase de 
humaredas imprevistas. Sin embargo, desde los 
tiempos en que se inventó la política en las ciu-
dades griegas, esa misma política es abuela, hija 
y nieta de las correlaciones de fuerzas; es decir, 
del arte de lo posible en un contexto de mayorías 
y minorías. Y hoy la mayoría abrumadora del 
país no quiere saber nada con la barbarie chavis-
ta y la reelección conyugal. Es hora de volver a 
aclarar todo.

Las grandes personalidades 
políticas suelen surgir en mo-
mentos de gran dificultad. Y 
los grandes líderes proponen 
entonces cambios de rumbo y 

abandono de tendencias, persuadiendo 
a la gente de que las soluciones no se en-
cuentran en los caminos trillados.

Margaret Thatcher fue un gran personaje del 
siglo XX. No por ser la primera mujer en desem-
peñarse como primera ministra del Reino Unido 
–nunca usó el argumento sexista para perseguir 
simpatías–; más bien, porque tuvo la lucidez y el 
coraje de proponer soluciones distintas a las po-
líticamente correctas y de convencer a sus com-
patriotas de que no esperasen que sus grandes 
problemas fuesen resueltos a través del Estado, 
sino por su propio esfuerzo.

En su condición de gobernante, Margaret 
Thatcher conquistó enormes logros en las ideas y 
en la realidad. Veamos solo algunos de ellos.

Planteó y consiguió la liberalización de la eco-
nomía, lo que facilitó al país el acceso al mercado 
y el avance hacia un capitalismo popular.

Emprendió la privatización de empresas y 
servicios públicos, traducida de inmediato en 
menores gastos para el Estado y en mayores be-
neficios directos para los usuarios.

Propuso el desmantelamiento del Estado del 
bienestar, que convierte a los ciudadanos en 
Estado-dependientes y les impide desarrollarse 
como individuos a plenitud.

Rompió el viejo paradigma socialista de con-
cebir la economía como un juego de suma cero, 
donde el beneficio de unos se traduce en perjui-
cio para los demás, sin aceptarse que la riqueza 
se crea y no solo se redistribuye.

Logró la recuperación tangible de una econo-
mía destrozada, consiguiendo en pocos años un 

mejoramiento palpable en el nivel de in-
gresos y la calidad de vida de su país, que 
hizo posible su sostenimiento en el poder 
durante once años (1979-1990).

Arrebató a los socialistas la bandera 
de las causas populares y –a diferencia 
de los sucesivos fracasos de aquellos– la 

convirtió en exitosa. Ello no le fue perdonado 
por los perdedores. Como dice en sus memorias, 
frente al auge de la prosperidad, la izquierda, 
impedida ya de culpar al capitalismo de libre 
empresa por la falta de trabajo y el pobre nivel de 
vida, trasladó su atención a asuntos ajenos a la 
economía. “La idea de que el Estado era el motor 
del crecimiento económico quedó desacredita-
da”, señala.

Demostró que el origen de los problemas socia-
les contemporáneos es que el Estado ha hecho 
demasiado. La sociedad se compone de indivi-
duos, familias y comunidades, y si el Estado usur-
pa sus decisiones, no solo les desalienta sino que 
sus problemas aumentan en lugar de disminuir. 

Pero su gestión se caracterizó no solo por sus 
logros, también por el modo de alcanzarlos. Sin 
temor a ser minoría, convirtió sus programas en 
planes de mayoría gracias a su firme voluntad, 
basada en una sólida convicción. Sus principios 
eran tan claros que nunca dudó en aplicarlos, 
aun en las circunstancias más extremas. Frente 
a los conflictos que hubo de encarar, padecien-
do presiones y hasta extorsiones, su respuesta 
jamás pasó por la vacilación o el temor. Para ella, 
las soluciones a los problemas estaban preesta-
blecidas y claramente definidas: se encontraban 
en la ley, y su deber como gobernante era cum-
plirla y hacerla cumplir. 

Por todo ello, Margaret Thatcher, a diferencia 
de otros personajes, en verdad merece ser consi-
derada un ejemplo a seguir.

N adie discute que la tenencia de ar-
mas de fuego debe regularse con 
cuidado, pues, como con cualquier 
instrumento que pueda represen-
tar un riesgo para la vida de los 

ciudadanos, el Estado tiene el deber de garanti-
zar que se les dé un uso adecuado. No es ciencia 
oculta, además, lo que debería buscar esta regu-
lación: que los ciudadanos puedan acceder a un 
arma para protección o deporte, pero que estén 
entrenados para evitar accidentes e identifica-
dos para hacerlos responsables si se comete un 
crimen con su arma. Esto, por supuesto, no es 
más que sentido común.

Pero el sentido común, lamentablemente, 
estuvo ausente cuando se redactaron las recien-
temente promulgadas normas sobre posesión de 
armas de fuego. Y es que parece que el gobierno 
se hubiese propuesto desarmar a los civiles ino-
centes, llevarlos a la informalidad y generar un 
enorme mercado negro de armas.

Las normas, a través de distintas medidas, 
ordenan la confiscación de muchas de las armas 
que actualmente se encuentran en manos de 

legítimos propietarios. Es el caso, para empezar, 
de las pistolas de 9 milímetros, que ahora se en-
cuentran prohibidas para cualquier ciudadano 
que no sea policía o militar. Quien tenía licencia 
para portar esas armas tendrá que entregarlas 
a la Superintendencia de Control de Servicios 
de Seguridad Privada, Armas, Explosivos y 
Municiones de Uso Civil (Sucamec), y si en 180 
días no logra venderlas a policías 
o militares en servicio, quedan in-
cautadas. Lo mismo sucederá con 
toda arma de cualquier calibre 
que sea de titularidad de alguien 
que tengan más de dos pistolas.

Parece que el gobierno no es 
consciente de que, en la práctica, estas confisca-
ciones son una inconstitucional expropiación 
sin compensación (o, en simple, un robo). Y la 
reacción natural de muchas personas frente a 
estas medidas –en vez de malbaratarlas o rega-
lárselas al Estado– será conservar las armas en 
la informalidad. Este, por supuesto, es el peor 
escenario, pues en dicha situación no hay cómo 
obligar a los poseedores de armas a recibir entre-

namiento, no se puede saber quién es titular de 
cada arma, ni se puede evitar que sean vendidas 
a delincuentes en el mercado negro.

Esta situación, además, se agrava porque el 
gobierno ha vuelto más caro sacar una licencia 
a los propietarios autorizados por la nueva ley 
(quienes ahora además tendrán que renovarlas 
anualmente). De muy poco sirve que el Estado 

haya adquirido un moderno sis-
tema automatizado de identifica-
ción balística para registrar todas 
las armas si pondrá trabas para 
que los ciudadanos se acerquen 
voluntariamente a registrarlas.

Parece que, en el fondo, lo que el 
gobierno realmente ha querido hacer es impedir 
que los civiles se protejan por sí mismos (lo cual 
resulta escandaloso si reparamos cómo él falla 
defendiendo a sus ciudadanos). Eso explicaría, 
por ejemplo, por qué ha aumentado de forma 
desproporcionada el costo de las renovaciones de 
licencias para las empresas de seguridad, lo que 
podría causar la quiebra de muchas de ellas. Y 
esta intención podría también permitir enten-

der la compulsión controlista del Ministerio del 
Interior, que ha llegado al extremo de incluir en el 
registro de la Sucamec las carabinas de balines, 
las que lanzan proyectiles de goma, los sprays 
de gas pimienta, los “stun guns” eléctricos y las 
pistolas de juguete que disparan pelotitas de pin-
tura (‘paintball’). Ahora ya no se podrá tener ni 
armas no letales (ni siquiera las de juguete) para 
defenderse de los atacantes, salvo que se las haya 
inscrito. Como dice Dardo López-Dolz, menos 
mal que olvidaron el cuchillo de cocina, el palo de 
amasar, las hondas, los trompos y las huaracas.

Es increíble que el gobierno no se dé cuenta de 
que todas estas medidas solo crean incentivos 
para que los actuales propietarios legales de 
armas decidan mantenerlas en la informalidad 
y para que el mercado negro crezca. Y las conse-
cuencias de ello son que no se podrá exigir a los 
poseedores de armas capacitarse para usarlas 
responsablemente y que se volverá más difícil 
descubrir a los autores de los crímenes. 

Solo hay, por eso, un grupo que tiene que 
agradecer la promulgación de estas normas: los 
delincuentes.

-VÍCTOR ANDRÉS PONCE-
Periodista

EDITORIAL

HUMOR PROFANO

“Sería muy bueno si, efectivamente, estuviera en manos de los ciudadanos el impedir ser víctimas de delitos violentos…”.  
Editorial de El Comercio Nadie está seguro / 24 de febrero del 2013

Régimen sin velo

EL TÁBANO

- MARTÍN PESCADOR -- MARIO MOLINA -

S eñor jefe de Estado y presidente de 
los peruanos (de todos los perua-
nos). Sabemos que usted es poco 
afecto a recibir recomendaciones, 
salvo las de su señora esposa, por lo 

cual quizá sea oportuno consultarle sobre estos 
temas.

Su “corralito” para el Unasur en Lima con 
los más distinguidos chavistas; sus abrazos al 
supuestamente “elegido” señor Maduro; su 
concurrencia a la juramentación en Caracas (un 
regalo del irresponsable Toledo y sus cofrades 
del Congreso, que debieron votar “no” al viaje 
presidencial rumbo a Maduro); su tolerancia a 
todas las decisiones autocráticas, discriminato-
rias y antidemocráticas del Gobierno de Caracas 
han armado un alboroto mayúsculo y un recha-
zo general de “padre y señora mía”...

Usted, señor presidente, no supondrá que 

¡Por favor,  
señor presidente...!

la mayor parte de los ciudadanos peruanos 
estemos de acuerdo con el sistema de cómputo 
aplicado en Venezuela, que más parece el guion 
para una película de “Los tres chiflados”, cuyo 
asombroso final anuncia: Maduro al poder. (Es 
obvio que los jefes de Estado del Unasur podrían 
ser contratados para rodar la película). Sospe-
cho que ni siquiera el 15% de ciudadanos pe-
ruanos aprueba las reverencias, abrazos y actos 
filiales del presidente del Perú al señor Maduro y 
celebra sus “aciertos” electrónicos.

¿No habría sido una excelente ocasión para 
consultarlo con su esposa, la señora Nadine...? 
Quizá ella nos habría librado de esta vergonzosa 
vergüenza, ¿verdad?

Armas negras
El Estado promueve el mercado negro de armas.

ABSURDO
¿Acaso el gobierno desea 

desarmar a los civiles 
inocentes, llevarlos a la 
informalidad y generar 

un mercado negro?

LAS CONSECUENCIAS DEL APOYO A NICOLÁS MADURO

-LUIS BUSTAMANTE BELAUNDE-
Rector emérito de la UPC 

Thatcher
EL LEGADO DE LA EX PRIMERA MINISTRA DEL REINO UNIDO
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